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I. INTRODUCCIÓN 

Las novedades jurídico-ambientales en la Comunidad Autónoma de Galicia en 
el último semestre de 2024 se centran en la adopción de la nueva Ley 2/2024, 

de 7 de noviembre, de promoción de los beneficios sociales y económicos de 
los proyectos que utilizan los recursos naturales de Galicia, que busca adoptar 

una serie de medidas para favorecer el impacto positivo social y económico de 
ciertos proyectos industriales en su área de influencia. 

Por otra parte, en materia de planificación, se han adoptado los nuevos planes 
de residuos industriales y residuos municipales y, en materia de organización 

administrativa, se ha reestructurado la Consejería de Medio Ambiente, ahora 

también de Cambio Climático, tras las últimas elecciones autonómicas, además 
de otros cambios de menor relevancia en otros órganos o entidades de la 
Administración autonómica ambiental. 

 

II. LA LEY DE RECURSOS NATURALES DE GALICIA 

La novedad más significativa del último semestre en materia ambiental ha sido 
la aprobación de la Ley 2/2024, de 7 de noviembre, de promoción de los 
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beneficios sociales y económicos de los proyectos que utilizan los recursos 

naturales de Galicia.1 Se trata de una ley de cierto contenido ambiental a pesar 
de estar promovida por la Consejería de Economía e Industria.  

La ley busca, en esencia, repercutir los beneficios económicos de los proyectos 

industriales sobre el territorio en el que se sitúan y sobre los ciudadanos que 
sufren de forma directa sus impactos negativos. Se pretende que no solo las 

empresas promotoras acumulen pingües beneficios, sino que también las 
comunidades locales se puedan beneficiar de algún modo de la implantación 
de los proyectos, más allá del empleo que generan.  

La norma busca alinearse con los objetivos estratégicos de la Unión Europea y 

para ello hace referencia en exposición de motivos a los grandes instrumentos 
programáticos aprobados por las instituciones europeas en los últimos años, 

como el Pacto Verde Europeo, el Plan Industrial del Pacto Verde o, en materia 

energética, el paquete de medidas Fit for 55 y el plan RePowerEU. Incluso la 
propia Xunta defendía que la nueva ley está alineada con los objetivos del 
informe Draghi sobre El futuro de la competitividad europea.      

También debemos tener en cuenta que la aprobación de la norma se produce 

en un momento de fuerte contestación social por los impactos ambientales y 
sociales de varios proyectos que estarían incluidos en el ámbito de aplicación 

de la norma, como la reapertura de la Mina de Touro impulsada por la sociedad 
Cobre San Rafael S.L. 2 , o el proyecto de producción de celulosa y fibras 

textiles Gama, promovido por Greenfiber S.L. en Palas de Rei. 3  Ambos 

proyectos han sido declarados como “proyecto industrial estratégico” por parte 
del Consejo de la Xunta de Galicia4, declaración que supone una reducción de 
los plazos de tramitación y un régimen jurídico diferenciado.  

                                                 
1 DOG núm. 217 de 11 de noviembre de 2024. 
2 El 22 de noviembre de 2024 se publicó a efectos de información pública el proyecto minero 
Cobre San Rafael, en los ayuntamientos de Touro, O Pino y Arzúa (A Coruña) y Vila de Cruces 
(Pontevedra), promovido por la sociedad Cobre San Rafael, S.L. (DOG núm. 226 de 22 de 
noviembre de 2024). 
3 El 4 de marzo de 2024 se publicó a efectos de información pública el proyecto Gama “para la 
implantación de una industria de fibra textil a base de celulosa” (DOG núm. 45 de 4 de marzo 
de 2024). 
4 El proyecto Gama fue declarado proyecto de interés estratégico por Acuerdo del Consejo de 
la Xunta de Galicia de 29 de diciembre de 2022, mientras que Cobre San Rafael obtuvo la 
misma declaración por Acuerdo del Consejo de la Xunta de Galicia 24 de junio de 2024.  

https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20241111/AnuncioC3B0-071124-0001_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20241122/AnuncioG0763-151124-0004_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20241122/AnuncioG0763-151124-0004_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20240304/AnuncioG0692-200224-0017_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20240304/AnuncioG0692-200224-0017_gl.html


RCDA Vol. XV Núm. 2 (2024)  Derecho y Políticas Ambientales en Galicia 

 3 

 

1. Concepto de beneficios sociales y económicos 

El título preliminar desarrolla el concepto de beneficios sociales y económicos 

de los proyectos cuya promoción es objeto de la presente ley. En este sentido, 
“se entenderán por beneficios sociales y económicos aquellos efectos del 

proyecto y compromisos adicionales adquiridos por los promotores con el 
territorio, que, con pleno respeto por la sostenibilidad ambiental, supongan un 

impacto positivo de esta índole en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 

Galicia y, especialmente, en las zonas situadas dentro del ámbito de influencia 
del proyecto y en sus habitantes” (artículo 3). 

A continuación, el artículo 4 hace una relación de posibles beneficios sociales y 

económicos que podrían implicar los proyectos. Son, entre otros, la promoción 

de la mejora de las condiciones de vida de las zonas situadas en el ámbito de 
influencia de los proyectos; el compromiso con la protección, el mantenimiento 

y la mejora ambiental de la zona de influencia de los proyectos; la conservación 
recuperación y uso sostenible de los servicios ecosistémicos y las buenas 

prácticas ambientales y sociales, incluyendo la preservación de los bienes 

culturales, tanto materiales como inmateriales; la promoción de nuevas 
inversiones y de mecanismos de reinversión de los beneficios obtenidos; el 

fomento de la creación y el mantenimiento de empleo directo e indirecto en la 
construcción, desarrollo y operación del proyecto, en el entorno del proyecto o 

en la comunidad autónoma; el desarrollo de negocios locales, especialmente 

de los relacionados con el sector de las energías renovables o con el sector 
primario, tanto agrario como ganadero o forestal; el desarrollo de grupos de 

investigación vinculados a mejoras en aprovechamientos energéticos, mineros, 
forestales o industriales vinculados a las universidades y los centros de 

investigación; el impacto local de la estrategia de compras y contratación del 

titular del proyecto; la participación en los proyectos, en términos de inversión, 
de inversores locales y de empresas y administraciones de la zona; la 

reducción de costes de la energía y de la dependencia energética de las 
personas consumidoras locales e industrias de las zonas ubicadas en el ámbito 

de influencia de los proyectos o de la comunidad autónoma; el impacto sobre la 

cadena de valor industrial local y autonómica y su desarrollo sostenible en el 



B. Puentes Cociña  RCDA Vol. XV Núm. 2 (2024) 

 4 

territorio, así como la aportación del proyecto al fortalecimiento de cadenas de 

valor de sectores económicos estratégicos para Galicia y la capacidad de 

atracción de cadenas de valor innovadoras no presentes o no completas en el 
territorio; la consulta y la participación significativa de las administraciones y los 

interesados locales en el proyecto y la consideración de sus intereses en el 
desarrollo del proyecto; o el desarrollo de una estrategia de comunicación a fin 

de garantizar que la ciudadanía está informada sobre el proyecto, su impacto y 
los beneficios sociales, económicos y ambientales que generará. 

Como puede observarse, el listado de beneficios sociales y económicos de los 

proyectos es tan amplio y variado que permite incluir dentro del concepto todo 
tipo de medidas, sean de carácter inversor, de fomento del empleo, de 
protección o restauración ambiental, o simplemente informativas.  

2. Ámbito de aplicación y contenido de la norma 

La norma solo se aplica a ciertos tipos de proyectos. En particular, el título I de 

la Ley de recursos naturales se aplica a proyectos de producción de energía a 
partir de fuentes renovables, proyectos que requieran concesión de aguas para 

ciertos fines (usos para transición justa, usos agropecuarios y acuicultura, usos 

industriales para producción de energía eléctrica y usos industriales para 
producción de bienes de consumo e industrias extractivas), proyectos de 

explotación mineros y proyectos de almacenamiento de energía eléctrica o 
térmica.  

Este título recoge diferentes disposiciones que regulan, por una parte, cómo se 
han integrar las medidas relativas a los beneficios sociales y económicos de 

estos proyectos (y la valoración de estas medidas) en los procedimientos de 
evaluación de impacto ambiental (cuando se trate de proyectos que se deban 

someter a ella); por otra parte, cómo se han de valorar los beneficios sociales y 

económicos en proyectos que no estén sometidos a evaluación de impacto 
ambiental; y, por último, cómo se integraría la valoración del impacto social y 

económico en proyectos cuya autorización no sea competencia de la 
Comunidad Autónoma. 

Además, también se establecen una serie de determinaciones específicas para 
cada uno de los tres grandes tipos de proyectos incluidos en el ámbito de 
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aplicación de la norma (proyectos de producción de energías renovables, 

proyectos que requieran concesión de aguas, y proyectos de explotación 
minera).  

Por otra parte, la ley también recoge medidas de regulación y promoción de la 

participación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia en 
sociedades que tengan objetivos compatibles con los previstos en la ley (título 

II). Se trataría de fomentar la participación directa en sociedades que llevan a 
cabo algún tipo de proyecto de los incluidos en el ámbito de aplicación de la 

ley. En este ámbito, recientemente se ha conocido la constitución de la 

sociedad público-privada Recursos de Galicia, en colaboración con importantes 
entidades del sector privado. 

La ley también contempla un título dedicado a la eólica marina (título III), en el 

que se regula medidas de actuación de la Administración autonómica para 

promover que el Estado, dentro de sus competencias, tenga en cuenta la 
cohesión social y económica de Galicia (previsión que parece tener un carácter 

político más que un verdadero valor jurídico). Asimismo, se crea un canon a las 
infraestructuras necesarias para la evacuación de eólica marina aplicable al 
ámbito territorial de la comunidad autónoma.  

El hecho imponible de este nuevo canon “la generación de afecciones e 

impactos visuales y ambientales adversos sobre el medio natural y el territorio, 
a consecuencia de la instalación en el territorio de la Comunidad Autónoma de 

Galicia de las líneas eléctricas aéreas o soterradas de evacuación de la 

energía generada en los parques eólicos marinos ubicados en las costas de la 
Comunidad Autónoma de Galicia, por la parte que se extiendan dentro del 

territorio de la comunidad desde su soterramiento hasta la conexión en la 
subestación correspondiente” (artículo 35).  

Además, la ley también contempla medidas de recuperación del territorio 
afectado por los incendios forestales (título IV), medidas de fomento de 

proyectos de autoconsumo basados en energías renovables en las áreas 
empresariales de Galicia (título V), la creación de un sistema voluntario de 

créditos de carbono de la Xunta de Galicia (título VI), y medidas para la 

valorización integral de los residuos biometanizables, en particular para 
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aquellos de titularidad de la Sociedade Galega do Medio Ambiente, S.A. (título 
VII).  

III. PLANIFICACIÓN EN MATERIA DE RESIDUOS 

En el último semestre se ha producido la aprobación de dos importantes 
instrumentos de planificación en materia de residuos: el Plan sectorial de 

gestión de residuos industriales de Galicia 2023-2030 y el Plan sectorial de 
gestión de residuos municipales de Galicia 2030. 

Por una parte, el Plan de residuos industriales fue aprobado a través del 
Decreto 157/2024, de 20 de mayo, por el que se aprueba el Plan sectorial de 

gestión de residuos industriales de Galicia 2023-2030 (DOG núm. 108 de 5 de 
junio de 2024). Por otra parte, el Plan de residuos municipales fue adoptado a 

través del Decreto 175/2024, de 29 de julio, por el que se aprueba el Plan 

sectorial de gestión de residuos municipales de Galicia 2030 (DOG núm. 155 
de 12 de agosto de 2024). Ambos planes surgen de la necesidad de adaptarse 

a las previsiones de la nueva normativa europea en materia de residuos, que 
fue posteriormente transpuesta y recogida en la Ley 7/2022, de 8 de abril, de 

residuos y suelos contaminados para una economía circular y en la Ley 6/2021, 

de 17 de febrero, de residuos y suelos contaminados de Galicia. También 
responde a las previsiones de la Ley 1/2021, de 8 de enero, de ordenación del 

territorio de Galicia, en la medida en la que los planes referidos se trata de 
planes sectoriales y, por lo tanto, instrumentos de ordenación del territorio.  

IV. ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

Por último, cabe simplemente mencionar que en materia de organización 

administrativa se han adoptado varios decretos sobre la Administración 
ambiental de la Xunta de Galicia. 

Por una parte, dos decretos que reconfiguran la estructura orgánica de la 

Consejería de Medio Ambiente, ahora también de Cambio Climático, tras las 

últimas elecciones autonómicas. Se trata del Decreto 137/2024, de 20 de 

mayo, por el que se establece la estructura orgánica de la Consellería de 

Medio Ambiente y Cambio Climático (DOG 101 de 27 de mayo de 2024), que 

https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20240605/AnuncioG0760-280524-0001_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20240605/AnuncioG0760-280524-0001_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20240812/AnuncioG0760-050824-0004_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20240812/AnuncioG0760-050824-0004_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2024/20240527/AnuncioG0760-210524-0006_es.html
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posteriormente fue modificado por el Decreto 192/2024 para modificar las 
funciones de varios departamentos y servicios.  

Por otra parte, se ha creado la Comisión de Evaluación y Seguimiento de la 

Ley 11/2021, de 14 de mayo, de recuperación de la tierra agraria de Galicia5; 

se ha modificado el decreto de creación y los estatutos de la Agencia Gallega 
de la Industria Forestal 6  (Durá Alemañ, 2024a); y se han regulado las 

funciones, la composición y el régimen de funcionamiento de la Comisión 
Interdepartamental de Coordinación de la Ordenación del Litoral 7  (Durá 
Alemañ, 2024b).  
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5 Decreto 170/2024, de 1 de julio, por el que se crea y se regula la Comisión de Evaluación y 
Seguimiento de la Ley 11/2021, de 14 de mayo, de recuperación de la tierra agraria de Galicia 
(DOG núm. 143 de 24 de julio de 2024).  
6 Decreto 174/2024, de 29 de julio, por el que se modifica el Decreto 81/2017, de 3 de agosto,  
por el que se crea la Agencia Gallega de la Industria Forestal y se aprueban sus estatutos  
(DOG núm. 149 de 2 de agosto de 2024).  
7 Decreto 179/2024, de 2 de septiembre, por el que se regulan las funciones, la composición y 
el régimen de funcionamiento de la Comisión Interdepartamental de Coordinación de la 
Ordenación del Litoral (DOG núm. 174 de 10 de setembro de 2024).  

https://www.actualidadjuridicaambiental.com/actualidad-al-dia-galicia-industria-forestal/
https://www.actualidadjuridicaambiental.com/actualidad-al-dia-galicia-industria-forestal/
https://www.actualidadjuridicaambiental.com/actualidad-al-dia-galicia-ordenacion-del-litoral-2/
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